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L. INTRODUCCIÓN 

Mediante esta resolución el Tribunal 
Constitucional (TC) ha decidido otor­
gar el amparo solicitado por la Iglesia 
de la Unificación estimando que la ne­
gativa a ~u inscripción en el Registro de 
Entidades Religiosas (RER, en adelan­
te) sostenida tanto por la Dirección Ge­
neral de Asuntos Religiosos como por 
la Audiencia Nacional y el Tribunal 
Supremo, vulneraba la libe11ad religio­
sa de dicha Iglesia. Libertad que se en­
cuentra recogida en el artfculo 16 de 
nut:Stra Constitución, <Id mi tiendo de esta 
manera su inscripción en el RER. 

Antes de iniciarnos sobre los princi­
pales puntos sobre los que recae la rele­
vancia de esta Sentencia. se hace indis­
pensable un claro y breve re~umen, en 
la medida de lo posible, de ~us antece­
dentes. 

El 22 de diciembre de 1992 la Di­
rección General de Asuntos Religiosos 
(DGAR) denegó la inscripción en el 
RER de la Iglesia de la Unificación ba­
sándose en dos motivos: por un lado, se 
alegaba que la Iglc~ ia carccfM de nutu­
rdleza religiosa según el concepto ue lo 
religioso recogido en el Diccionario de 
la Real Academia Española, entre otros; 
por otro lado, la Dirección General de­
fendía su decisión argumentando que el 
Congreso de los Diputados había apro­
bado, en relación a un estudio ~obre las 
~cctas en España, once conclu~iones 

entre las cuales se instaba a un incre­
mento del control de las entidades rcli­
giosas que solicitasen su inscripción en 
el RER, con el objetivo de preservar el 
orden público constitucional. 

La Iglesia interpuso recurso conten­
cioso-adminisrrativo, si bien la Audien­
cia Nacional (AN) también denegó la 
inscripción aún cuando admitió su na­
turaleza religiosa, entendiendo, sobre la 
base de la Resolución de 22 de mayo de 
1984 del Parlamento Europeo, que al ser 
la citada Iglesia una delegación de la 
"Iglesia de la Unificación Universal", y 
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siendo esta considerada como "Secta 
destructiva", la salvaguarda preventiva 
del orden público debía prevalecer, aún 
cuando en España, a diferencia de en 
otros países, no había sido aún conde­
nada penal mente. 

Contra esta Sentencia se interpuso 
Recurso de casación alegándose la vul­
neración del derecho a la presunción de 
inocencia, así como la infracción de los 
artículos 22.3, 16.1 y 14 CE. El Tribu­
nal Supremo (TS) desesti mó el re~:urso 
considerando que el derecho de presun­
ción ele inocencia fuera del ámbito pu­
nitivo es tan limitado que las pruebas 
acreditadas de las actividades contrarias 
al orden público que la Iglesia desarro­
llaba en otros Estados eran suficiente 

·para desvirtuarlo. Además, la alegada 
violación de los derechos de asociacit)n 
y a la libertad religiosa fue también de­
negada ya que la especificidad de las 
asociaciones rel igiosas faculta a la Ad­
ministración a realizar un control sus­
tancial sobre los fines perseguidos para 
poder preservar el orden público. 

Ya en vía constitucional. en la de­
manda de amparo se alegó la vulnera· 
ción de los derechos de asociación (an. 
22 CE), a la libertad religiosa (an. 24.2 
CE) y a la presunción de inocencia (an. 
24.2 CE); siendo el núcleo de la deman­
da " la afirmación de que el fenómeno 
religioso es también un fenómeno aso­
ciativo y que, por ello mismo, el con­
trol jurídico que se ejerce en orden a su 
inscripción debe ser exclusivamente for­
mal y externo". Es preciso indicar que, 
al comienzo de la exposición de sus fun­
damento<.iurídico<. el T(' entendió oue 
las vulneraciones alegadas quedaban 
subsumidas en una única violación: la 
de la libertad religiosa, siendo las de­
más manifes taciones de esta. Por lo tan­

to, consideró necesaria la revisión en 
amparo, con el objeto de averiguar si la 
denegación en particular de la inscrip­
ción de la Iglesia de la Unificación re­
sultaba o no ser procedente. 

Como tendremos ocasión de apun­
tar a lo largo de este comentario la rele­
vancia de esta Sentencia es ciertamente 

notoria, ya que supone la creación de 
un importante pr~ccdente jurispruden­
cia! que aboga por una función califica­
dora de la Administración meramente 
fonnal de. acreditando la sustancial, la 
cual en los últimos años había resullado 
preponderante. Este planteamiento lo 
podremos observar, tanto en el análisis 
del TC acerca de la naturaleza y alcan­
ce del RER, como en el examen que 
hace del primer fundamento que utilizó 
la DGAR para denegar la inscripción, 
es decir, la ausencia de "fines religio­
sos" de la entidad solicitante, fundamen­
to que a pesar de ser desvi1tuado por la 
AN mereció un breve análisis por pane 
de nuestro TC. 

Por otro lado, cabe señalar, como 
segundo aspecto importante, el debate 
acerca de la presunción de inocencia y 
del conrrol de la licitud de la entidad que 
se suscita a lo largo del texto, y su inci­
dencia con el concepto jurídico de ·'or­
den público'', que, como sabemos, ac­
túa como lúnite de los derechos fu nda­
mentales. 

El comentario que realizaremos de 
esta Sentencia del TC se dividirá en cua­
tro partes diferenciadas. En primer lu­
gar, analizaremos la línea argumental del 
TC, según la cual, una indebida dene­
gación de la inscripción en el RER vul­
nera la libenad religiosa. Para llegar a 
esta conclusión, nuestro Tribunal estu­
dió los diversos efectos jurídicos que 
conlleva la inscripcit)n. 

Una vez expuesta aquella afirma­
ción, el TC ~e dispuso a averiguar si la 
dene2aci6n. tamo admini~trativa como 
judicial, de la inscripción de la Iglesia 
de la Unificación fue justificada o no, 
con el objeto de vislumbrar la posible 
vulneración de su libertad religiosa. Si­
guiendo esta argumentación, que va de 
lo general a lo panicular, la segunda y 

tercera pan e de nuestro comentario cen­
trará su atención en el estudio que reali­
za el TC de los dos fundamentos sobre 
los que la DGAR basó su denegación: 
la ausencia de natumleza religiosa de la 
entidad solicitante y el uso preventivo 
de la cláusula de orden público como 



límite de la libertad religiosa. Vaya por 
delante saber que el TC encontró jurí­
dicamente inaceptables ambos argumen­
tos por lo que entendió como indebida 
la denegación de la inscripción y, por 
ende, vulnerada la libertad religiosa de 
la Iglesia de la Unificación. 

Por último. en nuestro cuarro apar­
rado, haremos especial hincapié en el 
voto particular del magistrado don Ma­
nuel Jiménez de Parga y Cabrera, al que 
prestan su adhesión tres magistrados 
más del pleno. El interés por este voto 
particular reside en su planteamiento 
acerca de la exclusión del derecho de 
inscripción en el RER del contenido 
esencial de la libertad religiosa. 

II. LA DENEGACIÓN DE 
LA INSCRIPCIÓN EN 
EL REGISTRO DE EN­
TIDADES RELIGIO­
SAS. EL CONTROL 
FORMAL DE LOS RE­
QUISITOS. 

Anteriormente hemos señalado que 
el TC entiende que una denegación de 
inscripción no justificada vulnera la li­
bertad religiosa. A través de estas líneas 
comentaremos como ha llegado a tal 
conclusión. 

Para el correcto análisis de esta situa­
ción, el TC configura el contexto cons­
titucional en el que debe situar.;e la arri­
culación del legislador orgánico de un 
sistema de registro del artículo S de la 
LOLR de la siguiente manera: "a) por 
una parte, el que surge del propio arr. 
16 CE, co¡iforme al cual el Estado y los 
poderes príblicos han de adoptar ame 
el hecho religioso una acritud de abs­
tención o neutralidad, que se traduce 
en el mnndato de que ninguna cor¡fe­
si6n twga carácter esta/al, contenido 
en el aparrado 3, inciso primero, de di­
cho precepto cottsrirucional; y b) el que 
hunde sus raíces e11 el art. 9.2 del texto 
comtitucional, conforme al cual se im­
pone a los poderes lJúblicos ww direc-

rriz de actuacióu fm•orecedora de la li­
bertad del individuo y de los g111pos en 
que se integra, y creadora de las ade­
cuadas actuaciones para que tales li­
bertades sea/1 reales y efectivas, y no 
meros enunciados care11tes de real con­
tenido." (F. J. 7) 

En nuestra opinión, en el segundo 
apartado deberfa haberse incluido el 
mandato constitucional de cooperación 
entre los poderes públicos y la Iglesia 
Católica en particular, y las demás con­
fesiones en general: asf como. ya fuera 
del articulado constitucional. el anícu­
lo 2.3 de la LOLR que indica que para 
la aplicación real y efectiva de los dere­
chos dimamultes de la libenad religio­
sa, los contenidos en el artículo 2. 1 de 
la citada ley, los poderes públicos adop­
tarán las medidas necesarias. 

De este mudo. la doctrina del TC 
acerca de la libertad religiosa. que nos 
es recordada en esta sentencia. coinci­
diría con el contexto jurfdico anterior­
mente expuesto ya que según nuestro 
más alto TribunaL "el contenido del 
derecho a la liberta,/ religiosa no se 
agota en la prot<'cci6n freute u inje­
rencias externas de ww e~Jera dP liber­
tad individual o colectiva que permite a 
los ciudadanos acmar con arreglo al 
credo que profesen ' . pues cabe apreciar 
una dimensión exrema de liberltld reli­
giosa que se traduce en la posibilidad 
de ejercicio, immme a roda coacción de 
poderes pziblicns, de aquellas activida­
des que constituyen manifestaciones o 
expresiones de/fenómeno religioso . .. (F. 
J. 40) 

Por otro lado, el TC en su fundamen­
to jurídico quinto aclara que la titulari­
dad del derecho hmdamental a profesar 
un determinado credo no precisa de su 
existencia como asociación pues tal y 
como declara el artículo 16. 1 CE: "Se 
garantiza la libe rtad ideológica, religio­
sa y de culto de los individuos y de las 
comunidades sin más limiwción2, en sus 
manifestaciones, que la necesaria para 
el mantenimiento del orden público pro­
tegido por la ley" 

1 S<g1ín la propia •cmcncia objeto 

de c~tc comentario. esta doctrina se 
puede enconlrar e o las SSTC t \11 
1985. de t3 de febrero, 120/1990. 

de 27 de junio, y 63/1994 de 28 de 

febrero. enlrc ouus. 

., Cur~i va propia 
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' C11rsiva propia. 

• Los efectos sou variado> y están 
disporsos por todo e l ordenamiento 

jurfdico. Como ejemplos podemos 

señalar; la con; titución de la pcr>o­

nalidad jurídica (art. 5. 1 LOLR): 

plena autonom(a y estab l~cími eniO 

de su~ propitb normas de org:miz..q. 

ción, régimen intt:rno y régimen de 
P"rsonat (art. 6. 1 LOLR); cumpli­

miento de w1o de los requisttos para 
fom1ar parte de u11 acuerdu cun el 

Esl:\dc.. al que &e le debe unir el de 

""notorio arra igo"' (art. 7.1 LOLR); 

el C6digo Penal menciona a las e n­

tidades inscritas como sujetos pasi­
vos del dehh) de l an. 523; segtín el 

an . 1 , a) del RD 1890/!981 las enti­

dades inscritas sed.n ofda~ por la 

Comisión A "'soru de Libertad Re­

ligiosa; y, en gcncr:1l, todas aqueJias 

<hsposic:ivue~ 4ue contemplen a las 
enlidJdcs jnscri1as corno sujetos n 

tener en cuent.1. 

:s Aunque tendremos ocasión de ana­
lizarlo m:1s detcr~id:tm~n te cuando 

cstudicmo~ el volo particualr. cabe 
seño'\lar que existen autores. como 

por ej<mplo el profesor MOTfLLA, 

que obscrvw1 una di:sminuci6n de los 
efec1os de la inscripción en la prác· 
I!C:l. 

' Vid, entre ol!o;, ALDANONDO 

SIERRA. l. "El Registro de Entida­

des Rcligios:ts (Algunas observacio­

nes críticns svbrc su problcm5tica 
registra!}'', en Amwrlo de Derechu 

Eclesiásrico tle/ l:.'sllldo, vo i. VIl 

(1991), p:\¡¡s 32 y ss.; y DOMÍN­

GUEZ BARTOLOMÉ. R. "El gru­

¡111' r'ií1\\,~l11ió:"llli1~ rlllillli~~;n,:,b)r d'cl' 
derecho t.lc asoci~clón.'', en Anua­

rio de De.-rdro Eclesiástico del Es­

tado, voL X (1994). p.1g. 187. 

' Víd., entre otros, LLAMAZARES 

FERNANDEZ. D. Derecho Ecle­

.<úirrico del IJ'smdo, Derecho de hr 

libertad de co11ciencia. M:1drid, 
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Parece que e l TC entiende el RER 
como la puerta que separa la neutrali­
dad estatal. predicable tanto para las 
comunidades inscritas como no inscri­
tas, de la actuación favorecedora de los 
poderes públ icos para que las libertades 
sean reales y efectivas, algo que sólo es 
admisible de las primeras. O lo que es 
Jo mismo, siguiendo la doctrina consti­
tucional, la protección contra injerencias 
externas se extiende a todas las comu­
nidades, pero la posibi lidad de ejerci­
cio de las actividades derivadas del de­
recho de liberúld religiosa, contenidas 
en el art. 2. l LOLR, respecto de las que 
se exige a los poderes una actitud posi­
tiva sólo sería disponible por !asentida­
des inscritas. Así pues, el RER sería, 
entre otras, una de las medidas necesa­
rias que los poderes públicos adoptan 
para remover los obsr6culos, y que per­
miten distinguir entre titularidad y ejer­
cicio de la libertad religiosa colccliva: 
"La inscripción de una entidad religio­
sa en el registro implica ( .. .) la idemiji­
cacióll y admisión en el Ordetumrienlo 
j 111·fdico de una agmpación de perso­
nas que prete11de ejercitar3, con imrm­
nidad de coacción, su derecho funda­
me mal al ejercicio colectivo de la liber­
tad religiosa ... " (F. J. 7°) 

Además, para fundamentar aún más 
esta afirmación, el TC señala diversos 
efectos j urídicos'' cuya concreción y al­
cance corroboran ese staws privilegia­
do5 que otorga la inscripción. 

Visto lo cual, el TC llega a la con­
clusión, ya adelantada, de que "/a inde­
bida denegación por la Administración 
,re,~MI~'á'bie de/ ,/teti.Nm dé' ,¡¡. ln!l'é'r~' 
ciórr solicitada, viene a constituirse en 
un injustificado obst6culo que menos­
caba, en plenitud, el derechofimdamen­
tal de libertad religiosa del que sorr ti­
tulnres los sujetos colectivos... " (F.J. 9°) 

Consecuencia de es la línea argumen­
tal, según la cual el acceso al citado sla­
ws mediante la inscripción hace posi­
ble el ejercicio pleno y efectivo de la 
libertad religiosa, es la exigencia de que 
e l control por pru1e de la Administra­
c ión y de los Órganos judiciales sea es-

triclarnente fonnal y no de fondo como 
venia siendo la práctica habitual. 

Además, los defensores de la función 
calificadora fom1al por parte del DGAR 
se basan en que un control formal de 
veri licación de documentos es más res­
petuoso con la función del Registro. 
También, priman la autonomía de los 
grupos y los principios consti!uciona­
les de Jibenad religiosa y aconfes iona­
lidad del Estado". Otros autores, sin 
embargo, insisten en que el simple re· 
conocimiento fo rmal deja la puerta 
abierta al fraude de ley por lo que se 
hace indispensable una comprobación 
sustancial de la veracidad de los datos y 
documentos aportados. Por otro lado, el 
cariícler cspccílico de es le Registro, que 
otorga personalidad jurídica así corno un 
status jurídico favorable y no simple­
mente publicidad, provoca un diferente 
tratamiento con respecto de otros Re­
gistros'. 

Como ya hemos visto anterionnente 
la DGAR suele inclinarse por un con­
trol sustancial. Control que se encuen­
tra normalmente ratificado cuando la 
AN en las decisiones que resuelven los 
rectlrsos presentados contra las resolu­
ciones del órgano adminislrativo suelen 
confirmarlas, por lo está dando cober­
tura jurisprudencia! a la función califi­
cadora sobre el fondo3. 

En cuanto a las resoluciones del TS 
en revisión de las sentencias dictadas por 
la AN en la materia que nos ocupa, po­
demos decir que no han seguido una 
postura uniforme sino que han sufrido 

uW.i' o!\lill\1\!'r\l'w qm: r\i\.' ,\\l' ,',~Jt'ib'óWáll' 
un extremo al olro. Así, la primera de 
las resoluciones del TS, de 2 de noviem­
bre de 1987, aboga por un control for­
mal ya que " ... lafwrciótr del Estado en 
la materia es de simple reconocimiemo 
fomrar' (F.J. 2•). Esta línea argumental 
continuó siendo la preponderante hasta 
la STS de 14 de junio de 1996, prece­
dente procesal de la sentencia del TC 
que estamos comentando, la cual se in­
clina indudablemente a favor de un con­
trol sustancial: " .. .la autoridad admi­
nistrativa pueda emrar err corrsideracio-



nes de fondo y llegar a denegarlas si de 
los datos que obran en su poder pueda 
inJerirse que los fines [om1almente ex­
puestos no respetarán en realidad los 
límites ... " 

Como podemos comprobar esta sen­
tencia al declarar explícilamenle que la 
función calilicadora del RER debe de 
ser fonnal rompe la línea jurisprudencia! 
existente hasta el momento afirmando 
que ..... la articulación de 1m Regi.\tro 
ordenado a dicha finalidad no habilita 
al Estado para realizar rma actividad 
de control de la legitimidad de /ascreen­
cias religiosas de las entidades o C0/1111· 

nidades religiosas, (. .. ),sino tan solo la 
de comprobar, emanando a tal efecto 1111 

acto de mera constatación que no de 
calificación, que la emidad solicitame 
no es alguna de las excluidas por el an. 
3.2 LOLR'' (F. J. 8°). 

Esta cuestión, junto a otras, la vere­
mos con más detenimiento en el siguien­
te apartado de este comentario acerca 
del análisis que realiza el TC del requi­
sito de fines religiosos y su control. 
Cuestión que posee una importancia 
capital y en palabras del profesor Malilla 
podemos alinnar que: "El examen ad­
ministrativo de los fi nes religiosos re­
presenta,( ... ), el punto clave del proce­
dimiento de calificación realizado por 
el encargado del RER.'" 

III. EL REQUISITO DE LOS 
FINES RELIGIOSOS Y 
SU CONTROL. 

Los requisitos necesarios para la ins­
cripción aparecen recogidos en el an. 
5.1 LOLR, y de una manera más deta­
llada en los artículos 2 y 3 del Real De­
creto 142/1981 sobre la organización y 
funcionamiento del RER. En concreto, 
y de forma sintetizada'", los requisitos 
son los de: 

- Identificación (denominación, do­
micilio, etc ... ). 

. Órganos de representación. 1989. P:lg. 676: ~ SATORRAS 

F IORETTI. R.:.t•. Lcr<' IOIIU d.-

. Procedimiento de formación de la Du~cho ~<ltri<istico ,¡,¡ Estado. 

voluntad interna lhrcelona, :!!KlO. J>,\g. 104. 

- Fines religiosos. 

Este último deber~ respetar, en pri­
mer lugar. los l!mites establecidos en el 
art. 3 LOLR que. concretamente se bi­
furcan en dos: El orden público (consti­
tuido por la seguridad, la ; alud y la 
moralidad pública); y el derecho d.: los 
demás al ejercicio de sus libertades pú­
blicas y derecho fundamentales. Por otra 
parte, teniendo en cuenta lo establec ido 
en el parágrafo segundo no deben estar 
relacionados con el e~tudio y experi­
mentación de los fenómeno~ p.>íquicos 
o parapsicológico; o la dtfusión de va­
lores humanísticos o espiritua l i sta~ u 
otros lines análogos ajenos a los reli­
giosos. 

Es evidente que la pregunta a la que 
debemos sometemos a continuación cs. 
¿qué son lines religiosos'! No es una 
cuestión baladí. puesto que su palpable 
car.icter de concepto jurfdico indetenni­
nado11. hace que la denegación de la in~­

cripción por parte de la Admini;Lrdci6u 
se funde en numerosas ocasiones" en 

la ausencia de este requi sito. En efecto 
su carácter eminentemente subjcli vo" y 

de difícil constatación, lo diferencia de 
los demás, objetivamente demostrables, 
llevando al extremo, corno ya hemos in­
dicado anteriormente, la función cal ifi­
cadora material .: inch.,.,o di~cnccional 

de la Administración''· 

Para la profesora Aldanondo la doc­
trina se haya dividida en tres posturas: 
l. En un extremo se hallan los tildados 
nominalistas. según los cuales todas las 
entidades erigidas por las autoridades 
confesionales, por el simple hecho de 
serlo, poseen fines religiosos. 2. En el 
otro extremo, mucho más restrictivo. se 
encuentran las posturas rt!lllisra.~, las 
cuales hacen coincidir lo rcligio o con 
lo cultual y. como mucho, a lo espiri­
tual, limitando grosso modo lo religio­
so a todo lo que tenga que ver con la 
salvación de las almas. 3. Entre ambas. 

' Víll .. romu e;emplo. las Semen­

cías de lo Audiencin Naciona.l de 8 

de junio,¡, 1985. de~ de noviem· 

bre de 19~5 y 30 de ; cptiernbre de 

1993. 

' MOTI U o\ DE LA CALLE. A. El 

ror1rtp1o ~Je ronf~:.um relrgiosa en 

el D~reclw ~JpWt(•l. Prl.t'tica tul­

minisllntiwr ) tlnc-tri1u: jL, itpru­

dmrml M3drid. 19'1'1. pág. 121. 

•• vAzQt:EZ GARCIA- PEÑU E· 

LA. J ~~ "PO~ICIÓn JUrfdiC!I de las 

confe"one> rehg>osa.l y de >U> cnti­

úmlc> en el ordenamienw ;uridlco 

e'pañol" . Trarndo clt o, r.cl10 D:l•­
siñrri.·t>. 1':\mpl<mo. 19'.14. p.1g. 587. 

' DOMINGUEZ BARTOLOMÉ, 

R "PI grupo relig•o1o: """ manl· 

fc.,ract<ln del derecho de ru.oc ia­

cJón". cnll,wrio d~ Dertcilo Edt· 
sulstKo dtl Ftr~ulo. vnl X (1994). 

p:lg. 186. 

En concreto .J profe;or Mo111la 

adv1erté que " lo folla de cumpli· 

m1enlo de e1!C n:qul'ilo (el de lu; 
lineo rel ig•u>O>). ( .. ). e:, con d ifc­

renci:. la call'n 111~~ alegnd::t para el 

recha1o de !:1> solicitudc; de m>· 

cripc1ón. En ce1cn de dos tercio' 

a¡l.lrece en '"' fundamento< de 

Derecho ""te M)!umcnto. .. MOn­

LLA DE LA CALLE, A. El w n­
ccpto clt . cit. p~g1 120 121 

''NAVAS RENEDO. B. 1'rat<Uniro­
ro juddico de l<1s >ectas. Análisis 
comparativo d~ la sirunci6u de P.s­

pmltl y Francill. Gra11ada. 2001 . 
pág 123. 

" _\lo obst.onte. el profe>or Motilla 

cncuentrJ. que en el re~tu de requi­
sito<. a pesar de >U ob¡etividad. t:un-
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bién pueden dar lugar u un control 

de fondo Por ej. en el requisito del 
domicilio <e ha llegado ho pedir m­

fonnc; de olr.IS outoridadcs públi­

cas. ¡;eneralrneme de lo, Goberna­

dores ciViles, para verifi car si el do­

mtctho •e~ol:ulo se halla deshobila­

do y los 'octus fundudore> r<.'>idcn 
en otro> lugares. MOTfLLA DE LA 

CALLE, A Hl rnnapto de ... , cit , 

pág 115. 

" ALDANONOO SIERRA. l. ''El 

Regtstro de .... cit., pág 25. 

111 Aunque no r~ulta mnteriade c:,.tc 

estud1o, es conveniente señalnr que 

este requisito extra lcgcm lleva a 

exigir con cnróctcr previo e indis· 
pensable un número s ignificativo de 

fieles y ndem:ls distinto• del de los 

órgnno• rcpn:scntallvos. con el fin 

de poder demo>trat el >U>truto que 

toda pe"ona JUrfdic.1 ha de po>Cer. 

MOTILLA DE LA CALLI::, A. El 

concepto de ... cit .. p4g 107. 

1
' Subrny:tdo propto. El fundamen­

to r~ade en ev1tar ti rcgi~tro tic. in~· 

cripeiones fraudulenras y evilar no 

dejar a la libre iniciativu del duda­

dono la posibilidad de su>traerse el 

régimen favorable de la RflR. Es ras 
tlfinnucioues lns podemos cnconlrar 
en cua1quiero de las re)oluciont:s de. 

la DGA R denegando la inscripción. 

" MOTILLA DE LA CALLE. A. El 
cnnrepto de ... , cit., p~g 106. 

" Resolución denegatoria de in~cnp­

ción de la DGAR a la Iglesia de la 

Uuificactón (22- 12-1 !192) 

"' MOTILLA DE LA CALLE. A. El 

C011Up10 dt .... cit .. p:ig 12 1. 

11 fbfd<·m. p:lgs 124-125. 
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si bien más próximas a las primeras. 
aquellas tesis doctrinales que postulan 
una semejanza entre fines religiosos y 
misión de la Iglesia, de tal manera que 
junto a los frnes espirituales, también 
tendrán carácter religioso otros como la 
preocupación por el mundo. el desarro­
llo de los pueblos, la justicia, la pobre­
za, etc.'5 

Lo que si parece claro es que, a la 
luz de las resoluciones de la DGAR y 
según el profesor Moti lla. es posible 
distinguir entre naturaleza religiosa y 
fines religiosos. En efecto, el citado pro­
t'esor relata que la Administración im­
pone «la práctica de calificación previa 
a la comprobación de los requisitos es­
trictamente legales, ro mando como base 
dos parnmetros: la existencia real de la 
emidad16 y su narurale¡:a11 de "iglesia, 
confesión o comunidad rcligiosa"»11• 

Esros dos condicionantes e:.1ra legem se 
configuran como un filtro anterior al 
examen de los requisitos que exige la 
ley, entre ellos el de los fines religiosos. 
Baste para demostrar esta afirmación la 
siguiente cita textual de la resolución 
administrativa denegatoria de la inscrip­
ción de la Iglesia de la Unifi cación: 
" ... la inscripción en el RER debe ir pre­
cedida del ejercicio de la fimción cali­
ficadora que garamice la existencia real 
de la emidad y su naturaleza, así como 
el cumplimiento de los demás requisi­
tos (legales) ... "19 

Dejando a parte las críticas que me­
rece la introducción de requisitos dis­
crecionales por parte de la Administra­
ción, lo que nos interesa, en estos mo­
mentos. es constatar. sil!uiendo al pro­

fesor Motilla, que a pesar de que el aná­
Hsis por parte de la DGAR de la natur.t­
leza religiosa y fines religiosos se reali­
za en dos momentos (la calificación pre­
via de la naturaleza religiosa según se 
concibe en la Administración y el re­
quisito legal de los fines religiosos pos­
terior), los elementos exigidos, que a 
menudo provienen, como en el caso de 
la Iglesia de la Uni.ficación, del concep­
to de religioso contenido en el Diccio­
nario de la Real Academia de la Len­
gua Española, son los mismos para am-

bos: el poseer un cuerpo de doctrina pro­
pio, el culto en sus diferentes manifes­
taciones de liturgia, ritos y ceremonias, 
así como lugares y ministros o personas 
encargados de su dirección, y los fines 
religiosos¡,¡. 

De esta manera, la DGAR entiende 
que se poseen "lines religiosos" cuan­
do una entidad cumple con las activida­
des doctrinales, cultualcs y ministeria­
les, siguiendo mayoritariamente la tesis 
realista. Puede pensarse que si los pará­
metros escogidos para constatar la na­
turaleza religiosa y los fines religiosos 
de una determinada entidad son los mis­
mos, uno u otro requisito sobra. Lo cier­
to es que esta distinción es relevante 
pltes, contmdicicndo las teorías lwmina­
lisws, no toda aquella comunidad reli­
giosa tendrá fines religiosos, por lo que 
una vez verificada la naturaleza religio­
sa, corresponderá saber si sus fi nes son 
igualmente religiosos. En la práctica. en 
las solicitudes de inscripción las enti­
dades declrunn tener fines religiosos jun­
to a otros de carácter sanitario, humani­
tario, moral, cultural. .. ,si bien la DGAR 
exige que aquellos se.an preponderan­
tes y vcrdaderos11. 

En la resolución de la denegación de 
la inscripción de la Iglesia de la Unifi­
cación por parte de la Administración, 
vemos recogido esta postura pues en 
virtud del incumplimiento de los ele­
mentos configu rndores de lo religioso 
según el citado Diccionario, la Iglesia 
"no constituye una auténtica confesión 
religiosa" y, por ende, "sus fines 110 

pueden .fer coiiSitlenulas religiosos". 

Desde nuestro punto de vista exis­
ten cuatro cuestiones por las que la lí­
nea argumental de la DGAR que hemos 
indicado puede quebrantar y que. como 
veremos, nos lleva a la misma postura 
elegida por la Sentencia objeto de este 
comentario. 

En primer lugar, la búsqueda, por 
parte de una Administración constitu­
cionalmente laica, de una lista de carac­
terísticas indelebles a lo religioso (creen­
cia en la existencia de un Ser superior, 
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creencia de un conjunto de dogmas y 
reglas de conductas, existencia de un 
culto a través del cual se establece la 
comunicación con el ser superior, exis­
tencia de un número de fieles ... ) con las 
que poder vislumbrar dicho carácter en 
una entidad solicitante de la inscripción 
no sólo levanta un obvio recelo sino que 
además plantea una problemática ya 
apuntada por autores como el profesor 
Soulo Paz, esto es, la utilización de las 
líneas comunes de las religiones tradi­
cionales para juzgar la existencia o no 
de la naturaleza religiosa de los nuevos 
movimientos sectarios que orrccen, a 
menudo, elementos divergentes a aqtiC­

llas. Como afirma el citado profesor: "Si 
a Jesús de Nazarct le hubieran exigido 
todos estos requisitos (la existencia de 
culto, de organización, de fieles .... ). no 
cabe la menor duda de que el encarga­
do del Registro le habría denegado la 
inscripción.''1' 

En segundo lugar, la similitud entre 
fines religiosos y actividades doctrina­
les, cultuales y ministeriales no es sos­
tenible si se tiene en cuenta la vocaci611 
totali(.lldorcíD de las conresiones en ge­
neral, vocación que mezcla acti vidades 
de diferente cariz (sanitario, cultural, 
educativo .. . ) con la persecución de fi ­
nes religiosos en virtud del agente rea­
lizador1' . 

En tercer lugar, la confusión a la que 
puede llevar la mencionada distinción 
entre nawralcza religiosa y fi nes reli­
giosos, máxime cuando, como hemos 
vis lo, los criterios exigidos son los mis­
mos. Como ejemplo. podemos citar los 
Antecedentes de la Sentencia del TC que 
estamos comentando. Por un lado, se­
ñala que la denegación de la inscnpción 
por parte de la DGAR tuvo como fun­
damento la ausencia de naturalew reli­
giosa. Por otro lado, in embargo, al re­
sumir el contenido de la Sentencia de la 
AN que resolvió el recurso interpuesto 
dice que esta entendió, desarticulando 
aquel fu ndamento, que la entidad recu­
rrente perseguía fines religiosos. De esta 
manera, uti liza sin distinción ambas ex­
presiones como si rueran una misma. 

Por último, es especialmente critica­
ble la discrecionalidad y jurisdicciona­
lismo que cubre laactividad calificado­
ra de la Administración. No ólo por la 
introducción de requi;ito; no n:queri­
dos por la ley. como el de naturdleza 
religiosa; sino también porque a la hora 
de verificar los fine religiosos, condi­
ción legalmente exigida. se utili1.an cri­
terios externos al Ordenamiento juríd i­
co para dar significado al t(\rmino rel i­
gioso desde el punto de vista jurídico. 
como por ejemplo el mencionado Dic­
cionario. 

Habida cuenta de lo expuesto. resul­
ta lógico y jurídicamente aceptable. la 
línea argumental que sustenta la senten­
cia en orden de detenninar qué enten­
der por fines religioso; y, a su vet., con­
denar la calificación sustancial de la Ad­
ministración. ·'Hemos de iusistir -dice 
nuestro más alto Tribunal- eu que la 
Administración 110 debe arroflar.re la 
función de ju::gar ti componellfe relt­
gioso de las entidades solicital/le~ al 
acceso del Regisrro. sirw que debe limi­
tarse a consratar que, atewlirlos .ILLf e.l·­

wtutos, objelivos yfines, 1w smr elllida­
des de las excluida,, por el nrt. 3. 2 
LOLR. " (F. J. 10") 

En efecto, nucstr.1 LOLR no nos dice 
qué es religioso pero sí qu6 no se puede 
entender como tal. Sobre la base de es­
tos criterios negativos debe sustentar e 
todo fundamento administrativo de de­
negación de la inscripción y no proce­
diendo "deforma inversa, establecien­
do urw serie de criterios con los que 
colllrllSrar la finalidad religio.w de la 
Iglesia de la Unificacióu "{F. J. 1 O") Si 
a esto le unimos lo expuesto en el ante­
rior apartado acerca del control formal 
de la inscripción llegamos a las siguien­
tes conclusiones: a) fines religiosos se­
rán aquellos que no estén incluido en 
el 3.2 LOLR; y b) el examen previo de 
la naturaleza rel igiosa de la entidad pe­
ticionaria es improcedente ya que no 
está legalmente regulado. tan sólo re­
sultará viable en el estuclio de los fines. 

Cabe indicar que esta solución ya 
había sido anteriormente apuntada por 

" SOUTO PAZ. J. A., Com1midad 

pn/1/ica y llbenod d~ aeenciou. 
Madnd. t 999. pág. 540. 

., PRIETO SA 'IC'IIfS. L.. "'Posi­

ción jurfdico de las asociaciOne• re­

tigio>ru. en el Derecho e>pwiot"'. en 

"""'""' d~ Derecho Ectniásrico 
drl éslllllo, vol. IV (1 9R8). pig -147. 

'' V ÁZQUEZ OARC(A-PEJ\'UE­
LA. J M ··Posición jurfdica de .... 

cit.. p.ig 589 
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" DOMINGUEZ BARTOLOMÉ, 
R ·El ¡:n•po religio,o ... , cit. pág 

187. 

110 

otros autores, entre ellos la profesora 
Domínguez Bartolomé que señala que 
"la tarea definidora de lo religioso no 
puede. en modo alguno, estar condicio­
nada por concepciones apriorísticas. 
porque ello implicaría, ( ... ).una actua­
ción revestida de matices regalistas!<" 

Por último, es preciso seíialar la im­
portancia de este análisis acerca del re­
quisito de los fi nes religiosos del TC. 
Como sabemos. la ausencia de natura­
leza y fines religiosos fue uno de los do~ 
fundamentos que esgrimió la DGAR 
para denegar la inscripción. No obstan­
te, en la revisión del recurso pertinente 
la AN reconoció el cumplimiento de este 
y de todos los demás requisitos. Esto 
quiere decir que, strictu sensu. no era 
nc'cc mio que el TC entrara a conocer 
de esta cuestión pues el objet.o de la de­
manda de amparo provenía del segun­
do de los fundamentos acred itlldo~ por 
la Administración y que no fue dcwir­
tuado por los órganos judiciales, esto es, 
el límite del orden público y su conse­
cuencias sobre la presunción de inocen­
cia. Esto hace que, a pesar de que el 
Tribunal sólo utilice apenas siete líneas 
para expresar su objetivo. su doctrina 
quede plasmada, con todo lo que ello 
significa, en su resolución. 

IV. EL USO PREVENTIVO 
DE LA CLAÚSULA DE 
ORDEN PÚBLICO POR 
PARTE DE LA ADMI­
NISTRACIÓN. 

Ya hemos indicado que el único lí­
mite de la übertad religiosa recogido en 
el artículo 16.1 CE, y en general de to­
dos los derechos fundamenwles, es el 
respeto del orden público constituido, 
según el artículo 3.1 LOLR, por la se­
guridad, la salud y la moralidad públi­
co. 

Este Umite produce efecto' en el 
ámbito de la inscripción en el requisito 
de los fi nes religiosos, algo lógico pues, 
como setialábamos líneas atrás, la veri-

ficación de aquel es el momento en el 
que se debe estudiar la verdadera natu­
raleza religiosa de la entidad solicitan­
te. Por ello, no debe ext:raiiamos que el 
artículo 3.2,c) del Real Decreto que re­
gula el RER declare a los fi nes religio­
sos sujetos al mantenimiento del orden 
público. 

El debate en tomo al cual va a girar 
este apartado consistirá en la búsqueda 
de la respuesta a la siguiente pregunta: 
¿quién debe controlar aquel límite, la 
Administración o los órganos judicia­
les? Los efectos de ambas posturas son 
ciert;uncntc diferentes. Si entendemos 
que recae sobre el encargado del RER 
la responsabilidad de controlar la lici­
tud de la entidad solicitante es obvio que 
este control habrá de realizarse en el 
momento de la inscripción que depen­
derá, de esta manera, de la decisión del 
registrador. Si. por el contrario, consi­
deramo~ que la licitud de la comunidad 
religiosa ha de ser probada en sede ju­
dicial.la inscripción podrá realizarse en 
tanto en cuanto no exista sentencia fir­
me, de tal suerte que, cuando la haya, 
se procederá a la cancelación del asien­
to o. de no estar inscrita todavía, servirá 
de fundamento para su denegación. 

Explicado el propósito de este apar­
tado, es preciso indicar que no entrare­
mos, por innecesario, en consideracio­
nes sustanciales acerca de que se puede 
entender por orden público. Además, la 
sentencia que venimos comcntllndo ig­
nora esta cuestión siendo el tema del 
agente controlador de la cláusula de or­
den público el principal asunto de dis­
cusión. 

Volviendo de nuevo a nuestra cues­
tión principal. la DGAR siempre ha en­
tendido. coherente con su defensa de la 
calificación suswncial, que el control de 
la licitud con re pccto al orden público 
debe reali73rSC, por parte de la Admi­
nislración, en el momento de la inscrip­
ción y de una manera preventiva, pro­
cediendo, en su caso, a la negación de 
la inscripción, como así ocurrió con la 
lglesia de la Unificación. Esta postura, 
que se fundamenta en el artículo 3.2,c) 

., 



RD del RER, ha obtenido apoyo tanto 
de la jurisprudencia como de la doctri­
na. 

Las sentencias de la AN de 30 de 
septiembre de 1993 y del TS de 14 de 
julio de 1996 que resolvían los recursos 
que anteceden al de amparo que nos 
ocupa, no dudaron en ratificar y conso­
lidar el control preventivo del registra­
dor para impedir que las comunidades 
peticionarias de la inscripción sobre las 
que recaían sospechas de su ilicitud pro­
vocaran futuras lesiones a los derechos 
fundamentales y libertades públicas. 

Con respecto a al doctrina, hay que 
hacer notar que del mismo modo se ha 
posicionado el profesor López Alar­
cón26. 

En el extremo contrario se encuen­
tran los defensores cÍe un control judi­
cial a posteriori de la licitud de las enti­
dades solicitantes o inscritas. Siguien­
do al profesor Morilla, podemos decir 
que el control administrativo anterior­
mente señalado no puede sostenerse ju­
rídicamente pues no tiene en cuenta que 
los grupos religiosos son entes asocia­
ti vos que, pese a su especialidad, "que­
dan protegidos por el sustrnto común del 
derecho de asociación del artículo 22 de 
la Constitución."" En efecto, del estu­
dio que ha realizado este autor de dife­
rentes sentencias tanto del TS como del 
TC, se puede considerar que el aparta­
do cuarto del att. 22 de la constitución 
según el cual /as asociacio11es sólo po­
drán ser disueltas o suspmdidas en sus 
actividades en virtud de resolución ju­
dicial motivada. es predicable de lodo 
tipo de asociaciones a pesar de que los 
efectos de los distintos registros sean 
igualmente diferentes28

. Asf, por ejem­
plo, esta doctrina del TC ha sido aplica­
da a una concreta asociación especial: 
los partidos políticos29. 

A esta razón, se le pueden unir aún 
otras como por ejemplo la vulneración 
de la presunción de inoccncia30 del art. 
24.2 CE o el poner a las entidades en 
una situación de ilicitud que no podrá 
desvirtuarse hasta que no se pruebe su 

vemcidad en un proceso judicial que, 
como sabemos, puede dilatarse en el 
tiempo31

. 

En cuanto a esta sentencia, decir que 
el TC ha optado por una decisión 
salomónica. En efecto. ha entendido, si 
bien no de una manera absoluta. como 
veremos posteriormente, que la valora­
ción acerca de la posible tran. gresión 
del orden público con·esponde única­
mente a Jos órganos jurisdiccionales. El 
Fundamento Jurídico 1 1" es rotundo en 
este aspecto, yaquc ".1·6/o mediante sen­
tenciafimze, y flOr referencia a las prác­
ticas o actividades (/el gmpo, podrá es­
timarse acreditada la exisrencia de con­
ductas conrrarias al orden público que 
faculten para limitarlícitame11te el ejer­
cicio de la libertad religiosa y de culto, 
en el semido de denegarles el acceso al 
Registro o, en su caso, proceder a la 
cancelación de la inscripción ya exis­
tclllc". 

No obstante, el TC deja una puerta 
abierta para la utillzación del límite del 
orden público como cláusula preventi­
va frente a eventuales riesgos, de tal 
manera que la Administración podría 
tttilizarla como fundamento de la dene­
gación de la inscripción. Sin embargo, 
este uso requiere que el citado límite "se 
oriellfc directamente a la salvaguardia 
de la seguridad, de la salud y de la mo­
ralidad p1íblicas propias de 11110 socie­
dad democrática, que queden dcbida­
mellte ocrediwdo.~ los elementos de ries­
go y que, 0(/emás, la medida adoptada 
sea proporcionada y oderuada con los 
.fines perseguidos" (F.J. ll ). 

Sin duda se hace patente la preocu­
pación del TC ante el fenómeno de las 
"sectas o grupos que, an1parándose en 
la libertad religiosa y de creencias, uti­
lizan métodos de captación que puedan 
menoscabar el libre desarrollo de la per­
sonalidad de sus adeptos". Fruto de esta 
preocupación es aquella excepc ión que 
al serlo, se configura como la única, si 
bien destinada exclusivamente a los gm­
pos religiosos, que existe en la actuali­
dad al precepto 22.4 CE antes tnmscdto. 
Por eUo. creemos que la alarma social 

:• LÓPEZ ALARCÓN. M. " Las 

:.ectas y Jos nuevos m(wimle:ntos re· 

ligiosos tNMRs). Problema. de'" 
tralamrento JUrídLco: ;, r ecoooci~ 

miento o prohrb1ci6n?'1
• en Jus 

Ca11onrcum. XXXVI. 74 (1997). 

" MOTILLA DE LA CALLE. A. 

El C(JIIl'fJJIO df .... cit .. pág 146. 

" Ibídem, pigs 132 y ss. 

·• Ibídem. pág. 136. 

\0 En eMe .sentido e\ anlcn-sautc la 
rene,ión de la profesora Navas Re­
neJ o, ya que ">i el TC ( .. . ) declaró 

la mconstituc10nahdad de las mcd1· 
da> de >egundad predelictuale> que 
establecía el antiguo C6digo penal 
por vulnerar cl:tramente el princt· 

pio de pre:,uncióu de inuccncin. 
con~istemes eo imponer unn "c.rie 

de medidas de seguridad o 'u jeto.• 
yue, ~i11 haber cometido delito o 

falta. pudieran cometerlo en un fu­
mro sobre 13 b.1se del concepto ju· 
rídico indeterminado de la "pcligro­
>idad social del sujeto''. no enten· 
dernos cómo no se vulnera e.¡;ce mi -

mo derecho cua11do se deniega h1 

inscripción a un grupo religio~o en 
el Rcgi>tro de Entidades Religio· 
sas por mera~ referencws a un:u; 

prácticas uclicllvn• rcaliwda• en 

otro J>aÍs y por olm> personas." 
NAVAS RENEDO, B Trnrnmirtl· 

10 jurftlico .... e u .. pág. 126. 

' 1 MOTILLA DE LA CALLE. A. 

El ronctpro de .. , cu .. pág 1-17. 
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1 Las prutbn< documentales fueron: 

Reo¡olución dtl Parl:uncato Euru¡x.-o 
de 22 de muyo de 198~ y documen­

to~ nnexos ala miSma y Conclu<i<>­

ne< dtl Congre..o de lo.\ Diputados 

de nuestro páls, de 2 de m lrLO de 

1989 
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que ha surgido en torno a las sectas no 
sólo tiene efectos jurídicos, como ve­
rnos, sino que además está impidiendo 
un óptimo desarrollo a los nuevo~ mo­
vimiento religiosos, lo cual no quiere 
decir que su ilicitud no sea controlada, 
sino que ba se serlo. únicamente y sin 
excepciones, por vía judicial al igual que 
el resto de asociaciones existentes en el 
Estado español, entre ellas, los pan idos 
políticos que, históricamente y en la 
actualidad, también han sido foco de 
actitudes contraria~ al orden público y 
a los derechos humanos. 

Además, como segunda crítica, la 
articulación de esta excepción a la re­
gla general puede convenirse en una 
gran base jurisprudencia! sobre la cual 
la Administración siga extendiendo un 
control discrecional y preventivo basán­
dose en "meras sospechas sobre posi­
bles comporramiemos de fururo y sus 
hiporéticas consecuencias" (FJ.l l ), si 
bien serán los tribunales los que tenni­
ncn de perfilar los requisitos para este 
control "ex ante•·. 

Una vez expuesta la teoría general y 
su excepción el TC procedió a csllldiar 
el caso concreto de la Iglesia de la Uni­
ficación para así poder averiguar en cual 
de estas dos alternativas se podía incar­
dinar. El TC llega a la conclusión de que. 
sobre la base de las pruebas documen­
tales que habían sido utilizadas para fun­
damentar la peligrosidad de la Iglesia 
de la Unificación", estas no eran sufi­
cientemente consistentes, "careciendo 
de roda idoneidad para alcanzar razn­
nablememe, siquiera de wr modo indi­
ciario. la conclusión r¡ue hicieron su1·a 
la Administración y los órganos juris­
diccionales", e incumpliendo, de esta 
manera. el segundo de los requisitos 
necesarios para la utilización preventi­
va por pane de la Administración de la 
cláusula de orden público, esto es, la 
debida acreditación de los elementos de 
riesgo. Así pues. una vez desechada la 
posibilidad de utilizar preventivamente 
la cláusula del orden público, habrfa de 
ser tma sentencia firme la que declarara 
de un modo inequfvoco la ilicitud de la 
entidad en cuestión, por lo que la dene-

gación de la inscripción debido a la sal­
vaguarda preventiva del orden público 
tampoco procedía en este caso. 

V.ANÁLISIS DEL VOTO 
PARTICULAR. ESPE­
CIAL REFERENCIA AL 
DERECHO DE LAS EN­
TIDADES RELIGJOSAS 
A LA INSCRIPCION EN 
EL REGISTRO. 

Como hemos podido observar, los 
dos fundamentos originarios de la 
DGAR que sirvieron para negar la ins­
cripción de la Iglesia de la Unificación 
en el RER quedaron desvirtuados por 
los razonamientos jurídicos del TC, al 
entender, como hemos dejado indicado, 
que la denegación de la inscripción fue 
indebida, quedando vulnerada su liber­
tad religiosa. 

Respecto del voto particular del ma­
gistrado don Manuel Jiménez de Parga 
y Cabrera, al que se adhieren tres ma­
gistrados má~. disiente de la sentencia 
del pleno en dos aspectos fundamenta­
les: l. El derecho a la inscripción no 
fonna pane del contenido esencial de 
la Jibenad religiosa por lo que la dene­
gación de la inscripción en el Registro 
público correspondiente no vulnera 
aquella; y 2. La peligrosidad de la Igle­
sia de la Unificación ha quedado sufi­
cientemente demostrada con las prue­
bas documentales aponadas, de tal ma­
nera que el límite del orden público hace 
gue sea conveniente la denegación de 
la inscripción. 

El debate que se plantea respecto del 
primer punto es eienamente interesan­
te. Como recordatorio del segundo apar­
tado de este estudio diremos que el TC 
entiende que las Comunidades no ins­
critas tienen reconocida "la titularidad 
de su derecho frmdamemal a profesar 
un deremri11ado credo, pues llll de te­
nerse en cue111a que la Consrituci6n 
garamiza la liberrad religiosa "sin más 
limitación, en sus mtmifestaciones, que 



la necesaria pora el mantenimiento del 
orden público por la ley" (art. 16.1 
CE)." (F.J. 5"). Sin embargo. aprecia que 
el legislador "otorga a las confesiones 
o cmmmidades inscritas en el Registro 
1ma e~pecial protección jurídico de lo 
que 110 prteden bene.jiciorse aquellas 
otras que, habiendo prerendido acceder 
a dicho swtus mediame 1(1 fonnal soli­
citud de la inscripción, han visto esta 
denegada.'' (F.J. 7") 

Por ello, la inscripción en el RER 
confiere a las Comunidades una serie de 
privilegios sin Jos cuales el disfnJte real 
y efectivo del contenido 4c la libertad 
religiosa del artículo 2 de la LOLR es 
imposible. De ahf que "rma indebida 
dcllegacióll por parte de la Administra­
ción respmrsablc del Regisrro de la ins­
cripción solicitada, viene a consriwirse 
en w t injr;stijicado obstáculo que me­
noscaba el ejercicio, en plenitud, del 
derecho fundamental de libertad religio­
sa ... " (F.J. 9") 

Por SLI parte, el voto particular consi­
dera que el derecho de los grupos a la 
inscripción no es parte del contenido 
esencial de la libertad religiosa" ya que 
este se halla detallado en los artJculos 
2. 1 LOLR. Posteriormente los artículos 
3 y 4 completan el tratamiento del cita­
do contenido esencial. Sin embargo, la 
regulación del RER no aparece hasta el 
artículo 5 LOLR por lo que quedaría 
fuera de aquel contenido. Entiende el 
magistrddo ponente de este voto, coin­
cidiendo con la Exposición de Moti vos 
del proyecto de la LOLR, que "las enti­
dades religiosas se sitúan al margen y 
por encima de cualquier Registro ofi ­
cial de ellas." El voto particular aftnna 
explícitamente: "No creo que la "aplica­
ción real y efecliva" de los derechos 
comprellllido.~ en el de li/Jertad religio­
sa haya que reservarla a los fieles y Co­
mrmidades de las entidades inscritas." 
Para ellos la inscripción otorga un plus, 
pero este reforzamienlo del status es di­
ferente del disfrute de la libertad religio­
sa, que como principio constirucional y 
anterior a la propia Constirución queda 
menospreciada si se vincula tal disfrute 
a la inscripción en un Registro ofic ial. 

Como podemos apreciar del conte­
nido de la sentencia vemos que tanto el 
TC como los magistrados coinciden en 
entender que tanto las Comunidades ins­
critas como la.~ no inscritas son sujetos 
colectivos de la libertad religiosa. En lo 
que no coinciden es en el alc~UJce de la 
protección estatal que se dispensa a 
ambas. Para el TC. el statlls ofrecido por 
la inscripción es tan importante que sin 
él es imposible el uso de la libertad reli­
giosa en plenitud por lo que una i.odcbi­
dadenegación vulneraría la r.:i tada liber­
tad. Por el conu-ario. para el voto parti­
cular el contenido esencial de la liber­
tad religiosa se puede disfrutar con in­
dependencia de estar inscrita o no ya que 
el derecho a la inscripción no se encuen­
tra dentro del listado del artículo 2 de la 
LOLR que cita textualmente el conte­
nido de la libcotad religiosa. Se puede 
deducir de las palabras del voto parti­
cular que, a pesar del reforzamiento del 
srarus gracias a la inscripción, su inde­
bida denegación no vulnera el derecho 
de la libertad religiosa por lo que no 
serfa objeto de recurso de amparo, sien­
do mediante otros recursos pertinentes 
la reclamación de la insctipción. 

En cuanto a la segunda discrepancia 
del voto particular. acerca de la peligro­
sidad de la Iglesia de la Unificación, 
previamente cabe señalar como relevan­
te el silencio del magistrado sobre la 
postura del TC en relación a la articula­
ción de la regla general y la excepción 
anterionnente desarrollada. En efecto, 
el voto particular parece disentir única­
mente sobre el peso de los documentos 
que debían de probar los elementos de 
riesgo, pero nada más. Por ello, podría­
mos concluir, en virtud de este silencio, 
que Jos magistrados aceptan la postura 
del pleno, aunque si bien gracias al mis­
mo silencio, podrfamos defender lo con­
lrdriO. Sin embargo, nos decantamos por 
la primera posibilidad ya que en ningún 
momento defiende el control de la Lici­
tud (ni de los fines religiosos) por prut e 
de la Administración, algo que de ha­
ber querido ir en contra de l pleno, hu­
bieran tenido que recoger en su voto 
particular. 

" Sin embargo. la profesora Snoo­

rrns Fioreni, sf con;idera que el 

derecho ¡1.1mpliar el status jurídico 

mcd1antc la inscripca6n se encuen­

tra dentro dd contenido de la liber­

tad religiosa en su veniente colec­

tiva. SATORRAS FtORE'T'Tt, R. 
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En cuanto a las pmebas documenta· 
les únicamente afinnar que los magis· 
trados deducen de estas que los peticio· 
narios de la inscripción registra! son 
miembros de una organización religto· 
sa implantada en otros países. ''con una 
ejecutoria en el extranjero suficiente· 
mente conocida'·, y que otorgan sufi· 
cientcs fundamentos para actuar preven· 
tivamcmc en España. 

VT. REFLEXIONES FINA· 
LES 

A modo de conclusión. debemos in· 
dicar que la importancia que tiene esta 
Sentencia del TC, va a condicionar la 
labor calificadora de la Administración 
en el RER. la cual podrá sufrir un giro 
de ciento ochenta grados. A part.ir de 
esta resolución, el control de los requi· 
sitos para la inscripción ha de ser for· 
mal y reglado. de tal manera que la exis· 
tcncia de "fi nes religiosos'' debe de ser 
con~ latada de forma negativa, esto es, 
que no sea ninguno de los fines exclui· 
dos explicitamente del ámbito de la li· 
benad religiosa que vienen redactados 
en el artículo 3.2 de la LOLR. La 
discrecionalidad que ha venido siendo 
la nota dominante a la hora de escoger 
los criterios según los cuales discernir 
la naturaleza religiosa de la entidad pe· 
ticionaria tendrá que desaparecer forzo. 
samente. En este punto es necesario re· 
cardar que España es consti tucional­
mente un Estado laico y que por lo tan· 
lo la calificación registra! de la RER 
debe de ser lo más aséptica pOsible. 

Abocado a la desaparición se en­
cuentra también el uso preventivo de la 
cláusula del orden público como límite 
de la libertad religiosa, y por ende, de 
la inscripción. salvo en el caso excep­
cional anteriormente señalado. Para el 
resto de los casos sólo una sentencia 
judicial firme que declare taxativamente 
la peligrosidad de la entidad podrá ser 
utilizada como fu ndamento de la dcne· 
gación registra! o de su cancelación. 
Volvemos a plantear en este punto las 

dudas que pueden surgir debido a la 
excepción articulada por el TC. Esta 
excepción corre el riesgo de subvenirse 
en la regla general si no se limitan y 
perfilan los requisitos que el TC ha en· 
tendido como necesarios para el control 
administrativo ''ex ante'' de la licitud de 
la entidad solicitante. 

Por último, el voto particular parece 
intentar restarle importancia a la inscrip· 
ción. Como hemos visto, para los ma· 
gistrados disidentes la denegación de ins· 
cripeión no vulnera la libertad religiosa, 
la cual se puede disfmtar sin estar pre­
sente en el RER. Hemos apuntado ante­
riomtente que. a pesar de no haber sido 
declarado asf expresamente por el ma· 
gistrado finnante del voto particular, se 
deduce que la indebida negación de la 
inscripción no puede ser susceptible de 
recurso de amparo pues no vulnera la li· 
bertad religiosa. Esta deducción queda 
entre líneas, pero sobre todo creemos que 
no posee un papel mayor en la funda· 
mcmación del voto particular, ya que el 
mugistrado se apresura a indicar que la 
denegación no es indebida ya que de las 
pruebas documentales se deduce la pcli· 
grosidad de la Iglesia de la Unificación, 
de tal manera que la prevención del or· 
den público aconseja su no inscripción. 

Lo que sf parece transcender del con­
junto de la sentencia es una especial pre· 
ocupación acerca del florecimiento de los 
nuevos movimientos religiosos. Tanto la 
DGAR, como la mayoría de los órganos 
judiciales. hru1 demostrado cierta dcscon· 
fianza hacía aquellos, olvidando que la 
libertad religiosa se extiende más allá de 
los lfmites marcados oor las reiL!tiones 
tradicionales. Crccmrn. que uucstro alto 
Tribunal ha querido reconducir la prác· 
ticas administrativas y judiciales habitua· 
les que descansaban en las sospecha sis· 
temática hacia los movimientos secta· 
rios, buscando el punto de equilibrio óp· 
timo en las relaciones entre un Estado 
laico y las diferentes entidades religio· 
sns que conviven en él. Sin embargo, la 
articulación de la excepción según la cual 
la Administmción puede controlar la li· 
citud "ex ante" de la entidad peticiona· 
ría no podemos sino entenderla como un 



resquicio del filtro ideológico que hasta 
ahora habfa sido el RER. 

BffiLIOGRAFÍA 

ALDANONDO SIERRA, l. •El Regis­
tro de Entidades Religiosas (Algu­
nas observaciones criticas sobre su 
problemática registra! )>> en Amwrio 
de Derecho Eclesiástico del Eslado, 
vol. VIl (1991). 

DOYÜNGEZ BARTOLOM É, R. <<El 
grupo religioso: unu manifestac ión 
del derecho de asociación», en Allua­
rio de Derecho Eclesiástico del Es­
tado, vol. X (1 994). 

LÓPEZ ALARCÓN, .M. •Las sectas 
y los nuevos movimientos religiosos 
(NMRs). Problemas de su tratamien­
to jurídico: ¿reconocimiento o pro­
hibición ?>>, en /uf Canonicum, 
XXXVI, 74 (1997). 

LLAMAZARES FERNÁNDEZ, O. 
Derecho Eclesiástico del Estado, 
Derecho de la libertad de concien­
cia. Madrid, 1989. 

MOTILLA DE LA CALLE. A. El 
concepto de confesión religiosa en 
el Derecho español. Práclica admi­
nistrati•·a y doctrina jurispmdencial. 
:\l!adrid, 1999. 

NAVAS RENEDO, D. Tratamiemo ju­
rídico de las sectas. Anális1> com­
pararivo de la situación de Es¡1nña 
y Fra11cia. Granada, 200 l . 

PRIETO SANCHÍS. L. «Po;ición ju­
rídica de las asocial:ioncs religiosas 
en el Derecho español>•, en Anuario 
de Derecho Eclesiásrico del Estado, 
vol. IV (1998). 

SATORRAS FJORETI'l, R. M". Lec­
ciones de Derecho eclesiástico del 
Estado, Barcelona , 2000. 

SOUTO PAZ, J. A. Comtmidad politi­
ca y libenad de cree11cias. ~adrid, 

1999. 

V ÁZQUEZ GARCÍA-PEÑUELA, J. 
M. •Posición jurídica de la~ confe­
siones religiosas y do.: sus entidadc~ 

en el ordenamiento jurídico espa­
ñol», Trmado de Dereclro Eclesiás­
rico. Pamplona. 1994. 

115 


